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El nuevo año 2015 se inicia con unos importantes proyectos a desarrollar para el colec-

tivo de juristas especializados en el Derecho Laboral y, muy especialmente, para los que 

acuden de manera asidua a la jurisdicción del orden social, ya que las Cortes Generales 

tienen aprobadas y publicadas varias leyes relacionadas con este complejo mundo de la 

Seguridad Social y otras que se están tramitando, a veces controvertidas y otras veces 

con el consenso y la tranquilidad de los que las debaten.

Primero, me voy a referir a la reforma de la Ley General de la Seguridad Social 

por la que se aplicará el Sistema Cret@ en los despachos profesionales. La seguridad 

del procedimiento hará que las liquidaciones mensuales tengan una optimización, 

logrando una mejora en la calidad de la información utilizada. Este nuevo sistema está 

construido bajo la tutela de la TGSS y a partir de enero –tras el periodo en prácticas del 

sistema en despachos profesionales, mayoritariamente Graduados Sociales– va a jugar 

un papel importante tanto para quienes la tutelan como para la Inspección de Trabajo 

y para aquellos agentes del mundo de la Seguridad Social que verán incrementada la 

recaudación de cuotas y su exactitud. 

En este contexto, los Graduados Sociales debemos estar atentos para que dicho campo 

de trabajo siga siendo, en exclusiva, para los que lo elaboramos, pues somos cono-

cedores por raíces e historia del complicado mapa de la Seguridad Social y sabemos 

desenvolvernos muy bien en ese mundo. ¡No lo olvidemos!

Otro proyecto de ley ya aprobado y también controvertido ha sido el que, tras su 

paso por las Cortes Generales, ha renovado las Mutuas de Accidentes de Traba-

jo. Durante más de cinco décadas han estado colaborando activamente en la ges-

tión pública con la Seguridad Social y, por lo tanto, su papel ha quedado muy bien 

acreditado; incluso en tiempos de crisis ha sido positivo, pero no olvidemos que hay 

que actualizarse, modernizar los servicios y llevar a cabo un programa más eficaz y 

fluido para así mejorar las deficiencias que el propio Tribunal de Cuentas ha detecta-

do en este sistema de mutuas. En relación con los Graduados Sociales, han formado 

siempre una “pareja feliz”, pero recordemos que también han quedado reducidas a 

un número aproximado de veinte ya que se han ido fusionando, agrupando y en-

samblando para dar un servicio más veraz y con competencias claras, por lo que la 

reforma es afortunada y oportuna; no se debe olvidar la alarma creada por la desapa-

rición de la “administración concertada” en base a la enmienda nº 138 que presentó 

el Grupo Parlamentario Socialista en el Senado al Art. 68.6 de la LGSS en la que, al 

tratarse de dinero público, había que regular mejor ese concierto de quienes están 

en el Sistema RED y se relacionan con las mutuas, tesis reconocida por todo el arco 

parlamentario de la Cámara Alta. Este complemento económico no puede hacernos 

mercantilistas; los Graduados Sociales debemos afianzarnos más y mejor en nuestro 

papel profesional, incluso con mayores exigencias que una simple contraprestación 

por la burocracia del papel, pues en el siglo XXI los procedimientos telemáticos han 

orillado lo que muchos hemos venido haciendo desde hacía décadas, ya que una 

buena gestión basada en las tecnologías de la información y la comunicación es 

donde se ve y se nota el papel del profesional; por lo tanto, no podemos confundir 

nuestra profesionalidad con la llevanza de pólizas a quien mejor nos sonríe.

E d i t o r i a lE d i t o r i a l

José Blas Fernández Sánchez, 
Presidente del Colegio 
de Graduados Sociales 
de Cádiz | Presidente 
de Honor del Consejo 
General de Colegios 
de Graduados Sociales 
de España



4

También debemos recordar que se tramita un proyecto de ley importante para los Graduados Sociales: la reforma de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial por la que nuestra figura se potencia y se consolida y nos dará prestigio en el campo 

de los operadores jurídicos. 

Finalmente, otro proyecto tan importante o más, y que ha causado malestar en otros colectivos, es el de la Ley de Asis-

tencia Jurídica Gratuita en el que se contempla por Derecho que la figura del Graduado Social se incluya en ella, 

gracias al trabajo del Consejo General y de la denuncia ante la Defensora del Pueblo de este Colegio de Cádiz, pues no 

tendría razón de ser que unos en la instancia de la suplicación pudiesen tener el turno de oficio y a otros, haciendo lo 

mismo, se nos apartase, por lo que este proyecto de ley estará reformado con la inclusión del Graduado Social.

Momentos apasionantes para la profesión y un futuro de consolidación jurídica que con mayor fuerza envuelve al colec-

tivo de los Graduados Sociales, sin olvidar el proyecto de Ley de Servicios y Colegios Profesionales que ya tiene el 

camino realizado y que a nuestra profesión lo que le hace es afianzarla.

José Blas Fernández Sánchez

E d i t o r i a l

Colegiaciones efectuadas 
en el año 2014

Inmaculada 

Gallardo Trujillo

(No Ejerciente)

Ángel Manuel 

Llera Gálvez

(Ejerciente)

Jesús Sánchez 

Pérez

(Ejerciente)

Vanessa Moreno 

Sánchez	

(Ejerciente)

Patricia Gómez 

Postigo

(No Ejerciente)

María García 

Ramírez

(No Ejerciente)

Juan Manuel 

Sánchez Aguilera 

(Ejerciente) 	

Isabel María 

Mateos Muñoz

(Ejerciente)



pO p i n i ó n

5

La política no es cosa de políticos, sino de todos, del pueblo. 

La democracia y la soberanía emanan del pueblo. A través 

de la una se ejerce la otra. Pero la democracia es compleja y 

necesita pactos y procedimientos. Una vez estos se acuerdan 

y se consensuan, se abordan las normas y su aprobación por 

parte de los legítimos representantes del pueblo soberano. 

Decía Churchill que la democracia es un mal sistema, pero 

que no hay otro que sea mejor.

Encontrar las vías de participación más adecuadas y más direc-

tas posibles es el reto de todas las sociedades democráticas y, 

sean como sean, nunca son suficientemente satisfactorias. Aun 

cuando casi lo sean, siempre habrá grupos minoritarios o no 

tan minoritarios que rechacen los procedimientos y a los repre-

sentantes o políticos que los protagonicen en cada momento. 

La democracia y su ejercicio siempre es incompleta, nunca es 

definitivamente satisfactoria. Y esto, ya sea porque no esté en 

su caso suficientemente bien concebida o porque las personas 

que tengan en ellas depositada la encomienda popular relajen su 

rigor o directamente traicionen la palabra dada y omitan u olvi-

den sus deberes éticos. Son las conductas humanas, esperables y 

comprensibles, pero absolutamente inaceptables.

Con frecuencia se habla de politización con displicencia. Lo 

político, que debiera ser sinónimo de democracia y limpieza, es 

demasiadas veces reflejo de la intromisión de intereses ajenos a 

la transparencia y la mejora de las cosas, aunque normalmente 

ni es ni debe ser así. Cuando nuestra vigente Constitución 

abordó la composición y las funciones del órgano de gobierno 

de los jueces, el Consejo General del Poder Judicial, trató de 

hacerlo poniendo en valor la esencial independencia de este 

poder. Casi desde el principio son dos las posturas dicotómi-

cas que han alzado su voz –aparte de las también relevantes 

posiciones mixtas–; que la elección de los vocales del Consejo 

se haga directamente a través del voto de los jueces y, del otro 

lado, que estos miembros sean elegidos popularmente median-

te los representantes del propio pueblo, senadores y diputados 

a Cortes. Si son los propios jueces los electores, las voces que se 

alzan son las de estos miembros de la judicatura y su represen-

tatividad no guardará más proporción con la popular que no 

sea la casual, se corre el riesgo de producir un Consejo en el que 

preponderen la endogamia y el corporativismo. De otro lado, si 

son los senadores y diputados los electores del citado Consejo, 

que son los más directos representantes del pueblo y cuya pro-

porción es la que las urnas han dictado, se corre el riesgo de que 

la disciplina de los partidos simplifique el proceso de tal manera 

que sean los llamados aparatos los que dicten a quiénes elegir 

en atención –probablemente hay muchos que pensarían– a los 

propios intereses de partido, distintos por tanto a los intereses 

generales. Finalmente, en este como en otros casos, es difícil 

desentrañar la solución. La Ley Orgánica del Consejo General 

del Poder Judicial en su modificación de 30 de junio de 2013 

se decantó porque sean Senado y Congreso los que elijan a los 

vocales del Consejo, al considerar que la verdadera garantía de 

que este órgano cumpla el papel que le ha sido asignado por la 

Constitución en defensa de la independencia judicial no es que 

sea el órgano de autogobierno de los Jueces, sino en que ocupe 

una posición autónoma y no subordinada a los demás poderes 

públicos.

Es curioso pero el desencuentro de derecha e izquierda, en 

este como en otros asuntos, se ha mantenido aun cambian-

do ambas tendencias de su posición original; es decir, que 

el que unos se hayan acercado a las tesis del otro no ha 

traído como consecuencia el acuerdo, sino la transición del 

segundo a cuasi los remotos puntos de partida del primero. 

No obstante, cabe pensar que los partidos no mueven a la 

sociedad, sino más bien al contrario. Por tanto, los impulsos 

y los cambios, la forma de regular las instituciones son, a la 

postre y con todas las salvedades e inexactitudes, el reflejo 

del deseo de la voluntad popular, la legítima decisión que 

solo al pueblo corresponde y compete.

En España la Justicia necesita grandes cambios, en eso sí que 

parece que todos estamos de acuerdo, aunque no así ni en el 

qué ni en el cómo. Lo que sí es claro es el taxativo mandato 

constitucional de que la Justicia es y debe ser un poder inde-

pendiente. Estos días y estos años se dan pruebas de actuaciones 

judiciales independientes de forma más que sobradas. La causa 

no hay que buscarla muy lejos. Lo que garantiza el cumplimien-

to constitucional, la preservación de la independencia del Poder 

Judicial, la asignación de medios y recursos y la aprobación de 

las leyes necesarias para ello, es el propio ejercicio de la política. 

Y es que no nos libraremos de la politización de la Justicia o de 

que su acción sea comprometida por otros poderes sino con el 

adecuado ejercicio de la política misma. Puede parecer una pa-

radoja, pero al fin siempre hay que mantener la tensión necesa-

ria para impedir que el ejercicio de la política se aleje de aquello 

para lo que fue concebida, los procedimientos y los cauces para 

que el pueblo mande.

Justicia y Política
Joaquín Luis Ramírez Rodríguez
Presidente de la Comisión de Justicia en el Senado
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Avante Social: ¿Qué le motivó a cursar los estudios uni-

versitarios de Relaciones Laborales?

María García Ramírez: Mi vocación por el Derecho 

del Trabajo y sus salidas profesionales fueron el principal 

motivo.

AS: ¿Considera que quienes terminan hoy sus estudios en 

la Universidad, se encuentran preparados para un buen 

ejercicio profesional?

MGR: Desde mi punto de vista, al terminar la carrera y co-

menzar con mi experiencia profesional, me he encontrado 

con una excelente base teórica pero carencia de base práctica.

AS: ¿Qué agregaría a los estudios Universitarios de Rela-

ciones Laborales?

MGR: Mucha práctica, en todas las posibilidades de salidas

profesionales que ofrecen estos estudios, y especialmente 

como jurista en recursos humanos o ejercicio libre de 

Graduado Social (por ejemplo utilización de programas de 

nóminas, funcionamiento de sistema RED, Sistema Delt@, 

mutuas, jurisdicción social, auditoria laboral, etc.)

AS: ¿Qué le parece el desenvolvimiento del Colegio de 

Graduados Sociales de Cádiz-Ceuta y qué prestigio posee 

hoy en la sociedad civil?

MGR: En mi opinión, la labor de este Colegio puede ser ca-

lificada de excelente, siempre actualizado, en colaboración 

con la Administración, otorgando méritos y reconociendo 

la labor de los distintos profesionales relacionados con la 

rama social-laboral; es decir, un completo abanico de po-

sibilidades.

AS: ¿Cómo considera el grado de funcionamiento de esta 

Corporación a la que usted pertenece si la compara con 

otros Colegios Profesionales?

MGR: Personalmente no conozco ni pertenezco a otros 

Colegios Profesionales pero, desde mi experiencia, esta 

Corporación realiza una importante y muy útil labor 

para el colectivo de Graduados Sociales y para la profe-

sión en general, siempre en defensa de los intereses del  

colectivo, alcanzando cada vez mayores logros, mante-

niendo siempre informado y reciclando a sus colegiados 

en función de las últimas novedades y los distintos 

cambios legislativos, muy frecuentes en esta rama del 

Derecho.

María García Ramírez, gaditana, cursó la 
carrera de Diplomada en Relaciones Laborales 
y la Licenciatura en Ciencias del Trabajo, en la 
Facultad del mismo nombre de la Universidad de 
Cádiz. De conformidad con lo establecido en el 
Convenio Específico de Colaboración firmado con 
fecha 20 de enero de 2009, entre este Colegio y 
la Universidad de Cádiz, se le concedió el premio 
de colegiación en 2010, atendiendo al criterio 
de la mayor calificación entre los expedientes 
académicos del curso correspondiente.

Entrevista a María García Ramírez 
(Premio de Colegiación 2010)

Momento en que María García Ramírez recibió el premio de colegiación de manos de José Blas Fernández
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Avante Social ha seleccionado los aspectos más destacados 

de las conclusiones a las que han llegado los Jueces Deca-

nos españoles, después de reunirse del 1 al 3 de diciembre 

de 2014 en Valencia.

1.	Hacia una Ley de Segunda Oportunidad: se pro-

pone que España afronte una regulación en materia 

de segunda oportunidad que permita que mediante un 

adecuado tratamiento se pueda recuperar al deudor 

honesto y emprendedor, que a pesar de haber 

tenido dificultades, desea volver a empezar y así 

evitar su exclusión.

2.	57 medidas contra la corrupción para dotar de 

mayor eficacia al trabajo judicial, en especial, en la 

lucha contra la corrupción, ordenándolas por grupos:

a)	Medidas estructurales, organizativas y de ges-

tión: incremento del número de jueces, hasta al-

canzar la media europea de 21 jueces por 100.000 

habitantes, y de los presupuestos para Justicia hasta 

al menos el 3% de los Presupuestos Generales del 

Estado.

b)	Medidas de refuerzo y apoyo: estableciendo 

mecanismos de refuerzo inmediato en causas espe-

cialmente complejas; introduciendo la posibilidad 

de que los jueces puedan trabajar en equipo, coor-

dinadamente y bajo una misma dirección en la fase 

sumarial, con reparto de tareas; y admitiendo la 

posibilidad de llamar a jueces sustitutos para realizar 

funciones de refuerzo, en caso necesario.

c)	Medidas de reforma del proceso penal: pro-

ponen reformar la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 

apostando por procedimientos penales ágiles que po-

tencien la oralidad y reduzcan la instrucción; regulan-

do todas y cada una de las diligencias de investigación 

y sus requisitos con las aportaciones de la jurispru-

dencia. Aconsejan modificar el sistema de recursos 

Conclusiones de la XXIV 
Reunión Anual de Jueces 
Decanos de España
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contra resoluciones de mero trámite, que dilatan 

enormemente los sumarios impidiendo su avance; 

instaurar un sistema de costas procesales y sanciones, 

que disuadan de pretensiones acusatorias temerarias; 

y especializar determinados juzgados y tribunales 

para la instrucción y enjuiciamiento de infracciones 

penales relacionadas con la delincuencia económica.

d)	Medidas relativas al Tribunal Jurado: piden 

suprimir del listado de delitos competencia del jurado 

los cometidos por aforados, y en general, los delitos 

relativos a la corrupción.

e)	Reforma en materia de aforamientos: revisar 

los aforamientos que generan importantes dilaciones 

procesales.

f)	Reforma en materia de indultos: posibilitando 

su concesión exclusivamente cuando exista un infor-

me favorable del tribunal.

g)	Relativas al Ministerio Fiscal y policía judi-

cial: mantenimiento de la acusación popular como 

contrapeso del Ministerio Fiscal. Creación de equipos 

de auténtica policía judicial con agentes a las órdenes 

directas de jueces y/o fiscales.

h)	Medidas relativas a los bienes intervenidos y 

a las responsabilidades civiles y pecuniarias: 

se debe permitir, con las debidas garantías, el em-

bargo de bienes de testaferros o colaboradores y la 

aplicación de la doctrina de levantamiento del velo y 

declaración de nulidad de negocios jurídicos por los 

que se hubieren transmitido los bienes procedentes 

del delito.

i)	Medidas relativas de testigos y peritos: creación 

de un cuerpo de peritos contables exclusivamente al 

servicio de los juzgados y tribunales cuyos informes 

puedan solicitarse ordinariamente por los jueces. Se 

trata de una medida fundamental de asesoramiento 

a los jueces, expertos en derecho, no en contabilidad 

o economía.

j)	 Reforma del Código Penal en materia de co-

rrupción: Ampliación del plazo de prescripción de 

los delitos de corrupción; introducir los delitos de 

enriquecimiento ilícito o injustificado de cargos pú-

blicos y de financiación ilegal de partidos políticos; 

reducir la cuota defraudada en los delitos contra la 

Hacienda Pública. Agravación de pena e incremento 

del plazo de prescripción; o despenalizar las pequeñas 

infracciones penales (en particular las faltas) que res-

tan atención y esfuerzos en causas de mayor entidad.

k)	Otras medidas contra la corrupción en diver-

sos ámbitos: promocionando instrumentos eficaces 

de cooperación judicial internacional y acciones 

para combatir los paraísos fiscales e introduciendo 

profundos cambios en el sistema de selección y nom-

bramiento de los miembros del Tribunal de Cuentas, 

del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) y del 

Tribunal Constitucional, hoy excesivamente depen-

diente de los partidos políticos. 

3.	Capacidad de anticipación para reforzar juzga-

dos: las experiencias de Santander, Vigo y La Coruña 

en la tramitación y resolución de peticiones de nulidad 

de la adquisición de participaciones preferentes y otros 

productos financieros complejos, a través de medidas 

excepcionales de refuerzo de orden personal y material, 

de rápida ejecución, demuestra que cuando existe pla-

nificación y voluntad política, el Poder Judicial puede 

anticiparse con posibilidades de éxito a través de una 

respuesta temprana para atender a las peticiones de tu-

tela judicial que los ciudadanos demandan.

4.	El nuevo panorama judicial en materia de con-

sumidores: la nueva doctrina del Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea sobre protección del consumidor 

ha introducido un nuevo modelo de juez “proactivo 

y beligerante” con el control de las cláusulas abusivas 

desconocido hasta ahora en nuestro derecho procesal.

5.	La preocupante situación de los juzgados de los 

social: son los que presentan una mayor deficiencia 

de plazas judiciales en España, estando en la cabeza 

de asuntos por juzgados y a la cola en número de jue-

ces, hasta el punto que prácticamente el 100% están 

por encima del 150% de los módulos o indicador del 

CGPJ, según un informe del Servicio de Inspección del 

Consejo. En opinión de los Jueces Decanos, esta noti-

cia ratifica las necesidades que se vienen demandando 

desde el inicio de la crisis por el incesante incremento 

del número de asuntos: “la plantilla sigue siendo la 

misma en perjuicio de la calidad de las resoluciones ju-

diciales, y lo que es peor, se retrasan los señalamientos 

con retrasos en absoluto razonables que a veces llegan 

a superar los dos años en asuntos tan delicados como 

por ejemplo los despidos y se incrementan las posi-

bilidades de error. Además la situación de sobrecarga 

afecta a la salud de los propios jueces, absolutamente 

superados por la situación, de la que en definitiva el 

último y principal perjudicado es el ciudadano, ya que 

los asuntos no pueden ser examinados con la necesaria 

tranquilidad, todo ello ante la inactividad del Poder 

Ejecutivo, que no aporta, como es su obligación, los 

medios personales necesarios; al contrario, se han con-

gelado las oposiciones de acceso a la carrera judicial 

y suprimido la posibilidad de llamar a más de 1.000 

jueces sustitutos”.



A c t u a l i d a dA c t u a l i d a d

El 2 de diciembre de 2014, el Ministro de Justicia, Ra-

fael Catalá Polo, llevó a cabo una comparecencia en la 

Comisión de Justicia de la Cámara Alta, en la que informó 

a los Senadores de las principales reformas que se llevarán 

a cabo en las Cortes Generales durante el tiempo que resta 

de la X Legislatura; unas modificaciones que afectarán a:

•	 La Ley de Enjuiciamiento Criminal que regulará los 

medios de investigación en el proceso penal.

•	 La Ley Orgánica del Poder Judicial que se modifi-

cará para mantener los partidos judiciales (este proyecto 

de ley deberá retornar, en segunda vuelta, al Consejo de 

Ministros).

•	 La nueva Oficina Judicial que se extenderá a toda Es-

paña (permitiendo las comunicaciones entre los operado-

res jurídicos a través del teléfono móvil y la Sede Judicial 

Electrónica).

•	 Diálogo con todos los operadores jurídicos, entre 

los que se encuentran los Graduados Sociales.

•	 Endurecimiento de las penas en el Código Penal 

para los casos de corrupción.

En esta comparecencia, el Ministro reiteró que la Ley Or-

gánica del Poder Judicial incorporará un nuevo criterio de 

especialización en materia tributaria en el ámbito de lo 

contencioso-administrativo y apostó por la especialización 

de la jurisdicción social y por adecuar la plantilla judicial a 

las necesidades reales de los ciudadanos.

En cuanto a las reformas de las tasas judiciales, el Ministro 

se decantó por estudiarlas y aclaró que nunca pueden ge-

nerar una limitación al derecho de acceso a la Justicia por 

los ciudadanos.

A la pregunta que le hizo nuestro Presidente sobre la si-

tuación del proyecto de Ley de Justicia Gratuita –donde se 

incluiría a los Graduados Sociales; en especial, tras la firma 

obligatoria por estos del recurso de suplicación y tras la 

respuesta dada por la Defensora del Pueblo Español a este 

Colegio de Cádiz en este asunto, que no es bien vista por 

otros colectivos– el Ministro le ratificó el seguimiento de 

dicha figura en el proyecto de ley, pero también apuntó que 

los Graduados Sociales deberemos estar preparados para ser 

incluidos en los respectivos cursos de acceso para demostrar 

un mayor nivel de formación, en las mismas condiciones 

que ya han puesto en marcha otros operadores jurídicos, es 

decir, que debemos estar dispuestos para que quienes quie-

ran acudir a los Tribunales como figura procesal también 

posean un alto nivel de preparación. 

Debemos estar atentos a lo que el nuevo Ministro de Jus-

ticia, sumamente dialogante, realice en el desarrollo de 

la nueva actividad que va a llevar a cabo ante las Cortes 

Generales.

El Ministro de Justicia se 
pronuncia sobre diversos 
proyectos de ley

9

El Ministro de Justicia, Rafael Catalá Polo, posa junto a nuestro 
Presidente, José Blas Fernández Sánchez
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Los tiempos que corren son claramente culpables, en su 

conjunto, de la dificultad para la creación de empleo y 

de las altas tasas de paro que esta crisis económica nos 

ha propiciado desde que entramos en barrena a partir 

del año 2008. Es verdad que crear empleo no es fácil, 

pues los empleadores que son los que verdaderamente 

fabrican estas carencias, hoy con tanta complejidad en 

las relaciones laborales y con tanta dificultad para salir 

económicamente de este trance, se encuentran asola-

pados o escondidos esperando normas que les hagan 

vibrar y contar con trabajadores a la hora de emprender 

su rutina.

La reciente reforma laboral, que ha dado un gran paso 

y ha quitado trabas importantes, ya está dando re-

sultados positivos para esta creación de empleo, pues 

aunque se ha flexibilizado en materia de despidos las 

consecuencias de los ceses, no cabe duda que se han 

articulado medidas que para el mundo empresarial 

y laboral ha ido limando la obsoleta fórmula de las 

condiciones de trabajo en la legislación que este país 

tenía. No es el momento ahora de pronunciarme sobre 

la reforma laboral; ya lo he manifestado en miles de 

ocasiones y por supuesto, la comparto y considero que 

ha sido un revulsivo importante para no tener más 

destrucción de empleo como venía ocurriendo en los 

últimos cinco años, pues de seguir como se atisbaba, 

hoy estaríamos ante un caos absoluto en las relaciones 

laborales.

Dado y dicho lo anterior, tenemos que aprender y tener 

memoria de actuaciones y gestos que han existido en 

otros tiempos y si algunas fórmulas utilizadas fueron 

beneficiosas para este entramado y difícil mundo del 

contrato de trabajo, ya que los empleadores siguen consi-

derando que el coste de un despido o terminación de un 

contrato es más costoso y poco servicial que un divorcio 

exprés, tenemos que buscar medidas. Por eso, el que un 

empresario quiera hacer fijo a un trabajador es algo que lo 

debe tener muy claro, pues no olvidemos que en España 

quien crea empleo son las pymes y micro-pymes; es decir, 

miles de autónomos que a la postre, como tales empren-

dedores, son los que mantienen un empleo estable aún 

cuando sea poco y todo se haga en función de los pará-

metros de su actividad. 

Expuesto cuanto relato, hemos tenido por desgracia 

tiempos de crisis, tal vez no tan graves como esta, 

pero quiero recordar que en los años 80 y concreta-

mente en 1984, siendo Ministro de Trabajo Joaquín 

Almunia, nos topamos con similares circunstancias 

de creación de empleo como la de hoy y el entonces 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social propició el 

Un contrato de trabajo que creó 
dos millones de empleos
José Blas Fernández Sánchez
Presidente de Honor del Consejo General de Colegios Oficiales de Graduados Sociales de España | Presidente del Colegio 

de Graduados Sociales de Cádiz-Ceuta.

Vista parcial del edificio Nuevos Ministerios en Madrid en el 
que se halla ubicado el Ministerio de Empleo y Seguridad Social
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El Consejo General de Graduados 
Sociales elige Cádiz para la 
formación en mediación civil

Real Decreto 1989/1984, de 17 de octubre [BOE nº 

269, de 9 de noviembre] por el que reguló la contra-

tación temporal como medida de fomento al empleo. 

No fue  un “contrato basura”, no fue un contrato pre-

cario, solo fue un contrato temporal que llegó a crear 

dos millones de empleos. Reguló el Art. 15 del Esta-

tuto de los Trabajadores, celebrándose contratos de 

duración determinada y cuya concertación solo se li-

mitaba en el tiempo. Gracias a aquel Real Decreto, los 

trabajadores desempleados que figuraban inscritos 

en la correspondiente oficina de empleo y mediante 

oferta genérica o nominativa, podían mantener un 

contrato de duración determinada no inferior a seis 

meses, ni superior a tres años, de modo que cuando 

se concertaba por un plazo inferior a esos tres años 

podía prorrogarse por periodos no inferiores a seis 

meses, sin que en ningún caso pudiera exceder, como 

máximo, los referidos tres años. Esto nos hacía estar 

en un contexto contractual de miles de trabajadores 

que si bien, podían terminar su relación laboral a los 

seis meses en una empresa, una gran mayoría lo man-

tuvo uno, dos y tres años y a la postre dos millones 

de trabajadores se quedaron fijos, sin olvidar y así lo 

contemplaba esta norma, que a la terminación de los 

tres años o del periodo contratado, estos trabajadores 

tenían derecho a percibir una compensación econó-

mica –así se llamaba– de doce días de salario por año 

de servicio, prorrateándose por meses los periodos de 

tiempo inferiores a un año.

La actual normativa jurídico-laboral hoy lo ha dese-

chado; ¿razones? No me las explico. Ni yo ni miles de 

profesionales que diariamente hacíamos contratos de 

esta modalidad. Es más, estos contratos han sido y son 

recordados por su bondad contractual por cientos de 

juristas y miembros de los cuerpos de la Inspección de 

Trabajo, Magistrados y operadores jurídicos que viven 

a diario y comparten el mundo socio-laboral. Pero al-

guien se ha empeñado en no mirar atrás y pensar que 

esta modalidad contractual temporal –no digo que sea 

indefinida– no es oportuna en estos momentos, en 

los que al parecer el desempleo es el mayor “caballo 

de batalla” que tiene nuestra sociedad civil y pese 

a interpretaciones tendenciosas y criterios banales, 

muchos seguimos pensando que aquel Real Decreto 

debería repetirse, pues el empresariado español y los 

trabajadores lo agradecerían, ya que si a la termina-

ción del mencionado Real Decreto de 1984 se crearon 

dos millones de empleo ¿por qué ahora no pueden 

ser aún más, si estamos en peores circunstancias? En 

definitiva, plasmar en el BOE por parte del Ministerio 

de Empleo un contrato de trabajo similar nos alentaría 

y abriría más esperanza para una definitiva creación 

de empleo.

El Curso General sobre Mediación Civil y Familiar 

2014 impartido por el Consejo General de Graduados So-

ciales de España ha celebrado sus clases presenciales los días 

7 y 8 de noviembre de 2014 en Cádiz, en el edificio 

Europa de la Zona Franca.

Intervinieron como docentes: Julio García Ramírez, 

Abogado, experto en Oratoria Judicial, profesor de Psicolo-

gía Jurídica del CEU de Madrid, Profesor de Comunicación 

y Negociación en numerosos cursos y másteres de Media-

ción en España y autor de diversos libros; y Alfonso Her-

nández Quereda, Graduado Social, Vocal de la Comisión 

Permanente y director del Observatorio de la Profesión del 

Consejo General de Colegios Oficiales de Graduados Socia-

les de España. 

Nuestro Presidente, José Blas Fernández Sánchez, expli-

có que este curso ha sido una oportunidad única para adqui-

rir la formación requerida por la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 

mediación en asuntos civiles y mercantiles, y por el Decreto 

980/2013, de 13 de diciembre, que la desarrolla “para que 

cualquier Graduado Social pueda ejercer como mediador 

en estos ámbitos y acceder a la inscripción en el Registro de 

Mediadores creado por el Ministerio de Justicia”. Esta figura 

de mediación civil y mercantil se añade a la ya ejercida en el 

ámbito laboral por parte de los Graduados Sociales.
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El 25 y 26 de noviembre de 2014 se celebró la tercera edi-

ción de estas jornadas en el salón de actos de la Facultad de 

Ciencias del Trabajo de la Universidad de Cádiz. La inaugura-

ción corrió a cargo del Vicerrector de Responsabilidad Social 

y Servicios Universitarios, David Almorza Gomar; y la 

Decana, Eva Garrido Pérez, junto con el Presidente del 

Colegio de Graduados Sociales, José Blas Fernández Sán-

chez; la Vicerrectora de Alumnado de la UCA, Concepción 

Valero Franco; la Coordinadora de Orientación de la Facul-

tad de Ciencias del Trabajo, Marcela Iglesias Onofrio; y 

el Coordinador del SERCLA, Emilio Sambucety Martín.

El Presidente de nuestra corporación participó en la mesa 

redonda sobre “Perfiles profesionales del Graduado Social 

en relaciones y recursos humanos”, donde tuvo ocasión de 

exponer cuál es la esencia de esta profesión y su ejercicio, la 

función que desarrolla el Colegio en la defensa tanto de sus 

colegiados como de la profesión, así como de las distintas 

parcelas en las que se encuentra implantado el Graduado 

Social como operador jurídico –reconocido ampliamente 

tanto en la jurisdicción social como en el ámbito mercantil– 

sin olvidar nuestra función como mediadores en conflictos 

colectivos e individuales, la relación como Jefes de Personal 

y Recursos Humanos y la vinculación permanente que estos 

profesionales tienen con el cuerpo de la Inspección de Tra-

bajo y la Administración de la Seguridad Social, en el impor-

tantísimo papel de ser un auténtico técnico en prestaciones 

de la Seguridad Social y sus cotizaciones.

 

El salón de actos estaba repleto de alumnos del Grado en 

Relaciones Laborales y Recursos Humanos que se enfren-

tarán a la realidad del mercado laboral en cuanto finalicen 

sus estudios; y de otros profesionales del ámbito jurídico 

laboral, entre los que se encontraban miembros de la Junta 

de Gobierno del Colegio de Graduados Sociales de Cádiz, así 

como numerosos profesores de la Facultad.

III Jornadas de orientación profesional 
de la Facultad de Ciencias del Trabajo

Mesa presidencial de la Jornada compuesta por: Concepción Valero Franco, Eva Garrido Pérez, José Blas Fernández Sánchez, Emilio 
Sambucety Martin y Marcela Iglesias Onofrio

Público asistente a la jornada
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D e s a y u n a m o s  c o n . . .

Nuestro corporación, en su deseo de mantener al día y 

ofrecer novedades a sus colegiados, ha iniciado un nuevo 

ciclo de encuentros jurídico-laborales, bajo el nombre de 

“Desayunamos con…”. 

A este primer encuentro, celebrado el 23 de octubre en el 

hotel playa Victoria, asistieron más de medio centenar de 

profesionales y representantes de la Administración para 

escuchar al Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo y 

Seguridad Social, Eugenio Santa-Bárbara Martínez. En 

su presentación nuestro Presidente, José Blas Fernández 

Sánchez, destacó su perfil de “profesional de gran valía en 

un puesto clave a nivel provincial, por las implicaciones 

que conlleva en el ámbito laboral de un territorio tan exten-

so, diverso y con problemáticas a veces muy complejas, y 

cuyo departamento está en continuo contacto con nuestros 

colegiados”.

Eugenio Santa-Bárbara aseguró que trabajar con los Gra-

duados Sociales supone una garantía jurídica, apelando 

a mantener cauces de relación permanente y fluida con 

nuestro colectivo. Centrándose en el ámbito de la inspec-

ción, destacó las “complicaciones a efectos laborales de 

Cádiz”, como consecuencia de la alta tasa de desempleo y 

de economía sumergida. “Estamos ante problemas serios, 

que no son transitorios sino más bien estructurales y que, 

por lo tanto, necesitan medidas de calado. Los inspectores 

estamos en la calle y detectamos crispación debido a la 

situación de paro.” Aportó algunas cifras que ahondan en 

la singularidad de la provincia, como la composición del 

tejido industrial, en la que de las 58.000 empresas censa-

das en Cádiz, 28.000 son autónomos y 18.000 pequeñas 

empresas de 1 o 2 trabajadores. Destacó que los inspecto-

res de trabajo “debemos trabajar para que las reglas sean 

iguales para todos”, haciendo mención a la lucha contra la 

economía sumergida.

Refiriéndose a la Reforma Laboral, señaló que su principal 

objetivo es “crear empleo y que se mueva la economía”, y 

abogó por “la estabilidad normativa” y la recuperación de 

la “credibilidad de los agentes sociales y las instituciones”. 

Posteriormente, respondió a cada una de las preguntas que 

los asistentes formularon sobre variados temas quedando 

patente la necesidad de regular a las pymes y micro-pymes 

de una manera específica por la incidencia que tienen en 

esta provincia.

Al acto asistieron miembros del cuerpo de la Inspección de 

Trabajo, Magistrados del TSJ de Andalucía, Directora Pro-

vincial de la TGSS, Director del Servicio Público de Empleo 

Estatal, así como funcionarios del ámbito laboral de otras 

administraciones.

 

Cerró el acto José Blas Fernández, quien valoró este primer 

encuentro como muy positivo y participó que esta iniciati-

va nace con la intención de mantener encuentros de mane-

ra periódica con personalidades.

Eugenio Santa-Bárbara Martínez
Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo y SS

De izda. a dcha.: Fernando Sicre, Jefe de Equipo de la Inspección de Trabajo y SS de Cádiz;  Eugenio Santa-Bárbara, Jefe de la Inspec-
ción de Trabajo y SS de Cádiz; José Blas Fernández, Presidente de nuestro Colegio de Graduados Sociales; Francisca Fuentes Rodríguez, 
Secretaria de la Universidad de Cádiz y Colegiada Emérita del Colegio; y Francisco Carmona Pozas, Magistrado Emérito del TSJA
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Nuestra Corporación ha llevado a cabo diversas jornadas 

con el objetivo de informar sobre la implantación de este 

sistema de liquidación directa de cotizaciones. La primera 

tuvo lugar en Algeciras, el 18 de noviembre de 2014. 

Para analizar la puesta en funcionamiento del Sistema 

CRET@ y las novedades que ha introducido el Real Decreto 

625/2014, de 18 de julio, intervinieron la Presidenta de la 

Federación de Empresarios, Laura Pinteño Granado; 

la Delegada del Colegio en el Campo de Gibraltar, Elena 

Muñoz Manella; y el Director Regional de FREMAP en 

Andalucía Occidental, Luis Artacho Postigo, quien 

también inauguró las jornadas realizadas en las otras 

ciudades. A continuación, Andrés Guadix Carmona, 

José Ferro Pampín, y Ernesto Fernández fueron los 

encargados de impartir las ponencias de una jornada mar-

cada por su eminente carácter práctico. Posteriormente, el 

10 de diciembre, en Jerez de la Frontera, y el 11 de 

diciembre, en Cádiz, se celebraron dos nuevas acciones 

formativas en las que fue ponente José Ferro Pampín, 

Director del Área de Afiliación y Cotizaciones de FREMAP. 

En la capital gaditana, Mª Ángeles Álvarez Fidalgo, 

Subdirectora Provincial de Procedimientos Especiales de la 

TGSS de Cádiz, explicó detalladamente el funcionamiento 

del nuevo sistema.

Jornadas sobre el Sistema CRET@

El Presidente de nuestra corporación, José Blas Fer-

nández Sánchez –en sintonía con las conclusiones de 

la XXIV Reunión Anual de Jueces Decanos de España, de 

las que encontrarás un resumen en las páginas 7 y 8 de 

esta misma publicación– ha alertado sobre la preocupan-

te situación en la que se encuentran los juzgados de lo 

social, demandando que se adopten medidas urgentes. 

En su opinión, las propuestas de los Jueces Decanos 

recuerdan las deficiencias que durante años venimos de-

nunciando los Graduados Sociales, operadores jurídicos que 

sufren a diario, no solo la falta de medios en los juzgados de 

lo social, sino también la escasa formación y especialización 

de muchos jueces. 

Asimismo, de acuerdo con los informes del Servicio de Inspec-

ción del CGPJ, estos juzgados son los que presentan una mayor 

deficiencia de plazas judiciales en España, estando a la cabeza 

de asuntos por juzgados y a la cola en número de jueces. Casi 

el 100% de los juzgados están por encima del 150% de su capa-

cidad operativa. Una situación que los propios jueces califican 

como “inaceptable”: plantillas escasas, retrasos de más de dos 

años en asuntos tan delicados como los relacionados con des-

pidos, etc. Los Jueces Decanos sostienen que es necesario incor-

porar a más de 1.000 jueces sustitutos, pero José Blas Fernández 

declara que el remedio puede ser peor que la enfermedad si no se 

pone solución a la falta de capacitación, la necesidad de formación 

y la continua especialización tan necesaria en este ámbito.

Continuamos llamando la atención 
por la falta de medios y capacitación 
de los juzgados

Mesa formada por: Andrés Guadix Carmona, Ernesto Fernández, Luis Artacho Postigo, Laura Pinteño Granado, Elena Muñoz Manella 
y José Ferro Pampín (de izda a dcha.)
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El 29 de noviembre de 2014 se celebró el solemne acto 

de la entrega de galardones que este Colegio de Graduados 

Sociales de Cádiz y Ceuta concede anualmente, con moti-

vo de la festividad de San José Artesano, en el Salón Regio 

de la Diputación Provincial.

En cumplimiento del acuerdo que adoptó por unanimidad 

la Junta de Gobierno de esta corporación el 20 de octubre 

de 2014, recibieron la distinción de Colegiado Emérito, 

María del Carmen Pérez Sibón, Magistrada Especialis-

ta de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 

de Andalucía, con sede en Sevilla; y Fernando Sicre 

Gilabert, Jefe de Equipo de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social de Cádiz. En ambos casos, por su notable 

contribución –a título personal o a través del cargo que 

ostentan o que desempeñaron– a la labor que desarrolla 

nuestro colectivo.

Durante el pasado ejercicio de 2013 le fue concedido 

idéntico galardón a Antonio Reinoso Reino, repre-

sentante del Poder Judicial en Andalucía Occidental y 

Ceuta y Presidente de la Sala de lo Social del Tribunal 

Superior de Justicia de Andalucía, Ceuta y Melilla, con 

sede en Sevilla, que presidió el acto acompañado por 

el Presidente del Colegio de Graduados Sociales, José 

Blas Fernández Sánchez; el Vicepresidente 1º, Luis 

Carrasco Quiñones; y los Vicepresidentes de Honor, 

Ángel Luis Serrano Casal y Juan Pedro Aragón 

González. 

Al Salón Regio acudieron numerosos colegiados y 

profesionales, además de representantes del ámbito 

socio-laboral y jurídico, representantes instituciona-

les y políticos, encabezados por el Subdelegado del 

Gobierno, Javier de Torre.

En su laudatorio, José Blas Fernández destacó los dilatados 

y extraordinarios currículos en sus ámbitos profesionales, 

de María del Carmen Pérez Sibón y Fernando Sicre Gila-

bert, respectivamente, señalando que “pertenecer a esta 

corporación de Derecho Público en la condición de Cole-

giado Emérito solo se contempla en los Estatutos para per-

sonas en las que concurren excepcionales circunstancias y 

son poseedores de una brillante trayectoria, que les hacen 

acreedores de esta alta distinción”.

En el mismo acto, se llevó a cabo la jura o promesa de 

seis nuevos Graduados Sociales y se hizo la entrega de 

los diplomas de reconocimiento a la Medalla Colectiva al 

Mérito en el Trabajo, en su categoría de oro, a los colegia-

dos José Francisco Andrades Gil, Francisco Carri-

llo Mateos, Manuel Fraga Núñez, Gaspar de Lara 

Villar, Francisco Martínez Racero y Jesús Puente 

Álvarez.

Entrega de distinciones 2014

Fotografía del público asistente al acto
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María del Carmen Pérez Sibón, recibe de manos de José Blas 
Fernández el título que certifica su Colegiación Emérita

El acto estuvo copresidido por Antonio Reinoso Reino, Presidente de la 
Sala de lo Social del TSJA, y José Blas Fernández Sánchez, Presidente de 
nuestro Colegio, estando acompañados por el Vicepresidente 1º, Luis 
Carrasco Quiñones, y por los dos Vicepresidentes de Honor, Ángel Luis 
Serrano Casal y Juan Pedro Aragón González. En la fotografía, el Secreta-
rio General del Colegio, Manuel Carlos Raposo Lagóstena, leyendo el acta

Fernando Sicre Gilabert muestra el título de Colegiado Emérito

Fotografía de los nuevos colegiados, tras su jura o promesa, junto a los Colegiados Eméritos y a los miembros de la Junta de Gobierno 
del Colegio que les acompañaron en el acto

Antonio Reinoso Reino fue nombrado Colegiado Emérito de nuestra 
corporación en 2013
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Inmaculada Gallardo Trujillo realiza el acto de jurar, requisito nece-
sario para poder ejercer la profesión de Graduados Social  Patricia Gómez Postigo en el momento de la jura

Mario Luis Galán Sánchez saluda al Presidente del Colegio tras 
jurar Jesús Sánchez Pérez jurando

Juan Manuel Sánchez Aguilera, apadrinado por el Vicepresidente 
de Honor, Ángel Luis Serrano Casal, en el momento de la jura Antonio  Reinoso  Reino dirige unas palabras al público asistente
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Los actos continuaron en la Casa de Iberoamérica, anti-

gua sede de los Juzgados de lo Social, donde se depositó, 

como homenaje póstumo, una corona de flores junto a 

la placa conmemorativa de la figura de Rafael Martínez 

Emperador, Magistrado de lo Social del Tribunal Supremo, 

asesinado por ETA en 1997.

Posteriormente, el Colegio hizo entrega de las distinciones 

de las Medallas de Plata y Bronce a los colegiados que llevan 

ejerciendo la profesión de Graduado Social de forma inin-

terrumpida durante más de 25 y 15 años, respectivamente:

•	 Plata: Juan Corona Pérez, Inmaculada Cuenca Corba-

cho, José Gutiérrez González, José Antonio Hinojo Ol-

medo, Jesús Sánchez Caro, Gaspara Valenzuela Espinosa 

y José Miguel Villegas García.

•	 Bronce: Jesús Castillo López, Rosario Grande Már-

quez, Juan Carlos Molina Romero, Elisa Isabel More-

no Pacheco, María Leonor Moreno Sánchez, Manuel 

Pérez Moreno, Javier Ponciano Vidal, Mercedes Sán-

chez Trujillo, Jesús María Tocino Caucín y Beltrán 

Ysasi Arizón.

Francisco Martínez Racero también fue condecorado 

Manuel Fraga Nuñez, Vocal de la Junta de Gobierno del Colegio, 
recibe la Medalla Colectiva de manos del Vicepresidente 1º, Luis 
Carrasco Quiñones

Francisco Carrillo Mateos recibiendo el certificado que acredita la 
Medalla

Jesús Puente Álvarez, miembro de la Junta de Gobierno del 
Colegio, recibiendo el galardón 

El Vice-Presidente de Honor, Juan Pedro Aragón González, hace 
la entrega del título a Gaspar de Lara Villar 

Las fotografías de esta página son de la entrega del título que 
acredita la Medalla Colectiva en el Mérito al Trabajo en su ca-
tegoría de Oro. En esta instantánea José Francisco Andrades Gil 
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Jesús Castillo López muestra el título que acredita sus 15 años de 
ejercicio ininterrumpido

Juan Carlos Molina Romero distinguido con la Medalla de Bronce

Jesús Sánchez Caro recibe su distinción de Plata

José Gutiérrez González también recibió la Medalla de Plata 

Miembros de la Junta de Gobierno del Colegio momentos antes de hacer la entrega de las medallas de Colegiación.
De izda a dcha.: Manuel Carlos Raposo Lagóstena, José Blas Fernández Sánchez, Jesús Puente Álvarez, Luis Carrasco Quiñones, Ma-
nuel Fraga Núñez, Juan Carlos Cabrera Pascua, Francisco Javier Sánchez Rea, Elena Muñoz Manella

Rosario Grande Márquez recibió la Medalla de Bronce

Gaspara Valenzuela Espinosa flanqueada por Jesús Puente Álva-
rez y José Blas Fernández tras recibir la Medalla de Plata 

José Antonio Hinojo Olmedo recogió la Medalla de Plata

Inmaculada Cuenca Corbacho muestra el título que acredita sus 
25 años de colegiación ininterrumpida




